	


 MAGISTRADO PONENTE: LEVIS IGNACIO ZERPA

EXP. Nº 2004-0131

 

Mediante Oficio Nº 326.04 de fecha 11 de febrero de 2004, el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo del Circuito Judicial de Los Valles Del Tuy de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, remitió a esta Sala el expediente contentivo de la demanda que, por cumplimiento de convención colectiva de trabajo, incoara la abogada Yleny Durán Morillo, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 91.732, actuando en su carácter de apoderada judicial del  SINDICATO DE TRABAJADORES DE FÁBRICAS DE MATERIALES DE CONSTRUCCIÓN Y SUS SIMILARES DEL DISTRITO CAPITAL Y ESTADO MIRANDA (SINTRA-FAMACONS), organización sindical inscrita ante la Inspectoría del Trabajo en el Distrito Federal, ahora Distrito Capital, del Municipio Libertador (Servicio de Sindicatos), bajo el Nº 1.060, folio 352, en fecha 19 de octubre de 1970, contra la sociedad mercantil ARENERA LA VIRGINIA, C.A., inscrita ante el Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda en fecha 23 de noviembre de 1972, bajo el Nº 55, Tomo 132-A y cuya última modificación cursa ante el Registro Mercantil Cuarto de la Circunscripción Judicial del Distrito Capital y Estado Miranda el 9 de febrero de  2004, bajo el Nº 36, Tomo 9-A-Cto. Dicha remisión fue efectuada a los fines de que esta Sala se pronuncie acerca de la consulta de jurisdicción planteada, de conformidad con el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil, en virtud de que dicho tribunal declaró la falta de jurisdicción del Poder Judicial frente a la Administración Pública, para conocer el caso de autos.

En fecha 18 de febrero de 2004, se dio cuenta en Sala y por auto de la misma fecha, se designó Ponente al Magistrado Levis Ignacio Zerpa, a los fines de decidir la consulta.
I

ANTECEDENTES

 

Mediante escrito de fecha 17 de febrero de 2003, presentado ante el extinto Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, la abogada Yleny Durán Morillo, supra identificada, actuando en su carácter de apoderada judicial del Sindicato de Trabajadores de Fábricas de Materiales de Construcción y sus Similares del Distrito Capital y Estado Miranda (SINTRA-FAMACONS), demandó por cumplimiento de convención colectiva, a la sociedad mercantil Arenera La Virginia, C.A., en virtud del presunto incumplimiento de diversas cláusulas de dicha convención celebrada entre la Federación de Organizaciones Sindicales Independientes del Distrito Federal y Estado Miranda (F.O.S.I.), a la que está afiliada el mencionado sindicato y las empresas dedicadas a la explotación y distribución de arena (Empresas Areneras) que operan en el Distrito Federal y Estado Miranda. En el escrito libelar, la mencionada representación alegó lo siguiente:

-Que en fecha 3 de mayo de 1996, la Federación de Organizaciones Sindicales Independientes del Distrito Federal y Estado Miranda (F.O.S.I.), en representación de su sindicato filial Sindicato de Trabajadores de Fábricas de Materiales de Construcción y sus Similares del Distrito Capital y Estado Miranda (SINTRA-FAMACON), solicitó ante la Dirección de Inspectoría Nacional y asuntos Colectivos del Trabajo del Ministerio del Trabajo, se convocara a las empresas dedicadas a la actividad económica de la Industria de Explotación y Distribución de Arenera (EMPRESAS ARENERAS) que operan en escala regional para el Distrito Federal y Estado Miranda, con la finalidad de negociar y suscribir una convención colectiva del trabajo por la vía de reunión normativa laboral.

-Que posteriormente, según Gaceta Oficial de la República de Venezuela Nº 36.182 del 10 de abril de 1997, fueron convocadas las empresas dedicadas a tal actividad.

-Que el 1º de septiembre de 1997, fue firmada la convención colectiva del trabajo por vía de reunión normativa laboral, la cual entró en vigencia a partir del 19 de junio de 1997.

-Que el 21 de enero de 1999, mediante Gaceta Oficial Nº 36.626, se publicó la extensión obligatoria de la reunión normativa laboral para todas las empresas de la actividad económica de la Industria de explotación y distribución de arenera (empresas areneras), que operan en escala regional para el Distrito Federal y Estado Miranda.

-Que habiendo sido convocada la empresa Arenera La Virginia, C.A., mediante Gaceta Oficial del 10 de abril de 1997, quedó obligada a dar cumplimiento al contrato colectivo de trabajo, tanto en las obligaciones relacionadas con sus trabajadores, como con las organizaciones sindicales contratantes; razón por la cual, dicha empresa debía cumplir con su obligación de contribuir con el Sindicato de Trabajadores de Fábricas de Materiales de Construcción y sus similares del Distrito Feral y Estado Miranda (SINTRA-FAMACONS) y con la Federación de Organizaciones Sindicales Independientes del Distrito Federal y Estado Miranda (F.O.S.I.), en el sentido de hacer los aportes económicos mensuales y anuales.

-Finalmente, que la demandada adeuda al sindicato accionante, los montos establecidos en las cláusulas vigésima, vigésima cuarta, vigésima sexta, cuadragésima tercera y cuadragésima cuarta, referidas a la contribución para la sede del sindicato, de las cuotas sindicales ordinarias y extraordinarias, para actividades culturales, sociales y deportivas, para la federación y el sindicato contratante, así como a la contribución de fin de año, respectivamente.     

Luego, por auto de fecha 19 de febrero de 2003, el tribunal de la causa admitió la demanda interpuesta, ordenando practicar la citación de la sociedad mercantil Arenera La Virginia, C.A., a los fines de la contestación de la demanda. Asimismo, se advirtió a las partes que deberían comparecer al segundo día de despacho siguiente a su citación, para la realización de un acto conciliatorio. 

Por auto del 25 de agosto de 2003, en virtud de la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, el presente expediente fue remitido al Juzgado Nº 2 de Transición de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Jurisdicción de Los Valles del Tuy de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, siendo recibido en fecha 2 de septiembre de 2003.

El 12 de noviembre de 2003, el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, fijó oportunidad para la realización de la audiencia preliminar. Llegada dicha oportunidad se celebró el acto conciliatorio, en el cual tanto la parte demandada, como la accionante promovieron pruebas en la presente causa, de conformidad con el artículo 73 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. En la misma fecha, se acordó la continuación de la audiencia preliminar, para el día de despacho siguiente a dicha fecha.

Mediante escrito del 22 de diciembre de 2003, los abogados Marlinda Salazar R. y Antonio Carvajal Meneses, inscritos en el Inpreabogado bajo los números 24.984 y 29.792, respectivamente, actuando en su carácter de apoderados judiciales de la sociedad mercantil Arenera La Virginia, C.A., dieron contestación a la demanda por cumplimiento de contrato colectivo, de conformidad con el artículo 135 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

El 9 de enero de 2004, el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, por cuanto había concluido la audiencia preliminar, ordenó remitir el presente expediente al Tribunal Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo del Circuito Judicial de Los Valles del Tuy de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda.

Posteriormente, mediante escrito del 11 de febrero de 2004, el abogado Francisco Vega Hernández, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 26.040, actuando en su carácter de apoderado judicial de la sociedad mercantil Arenera La Virginia, C.A., señaló que la Inspectoría del Trabajo es a la que corresponde conocer de los autos. En dicho escrito la mencionada representación, argumentó lo siguiente:

“El Capítulo al cual hace referencia la antes transcrita disposición legal (artículo 469 de la Ley Orgánica del Trabajo) es el CAPÍTULO III, de la LEY ORGÁNICA DEL TRABAJO denominado “DE LAS NEGOCIACIONES Y CONFLICTOS COLECTIVOS”. El conflicto colectivo comienza con la presentación de un pliego conflictivo ante el Inspector del Trabajo, a tenor de los artículos 475 y 476 eiusdem.

Es el Inspector del Trabajo el órgano que tiene el poder de conocer, dirigir la sustanciación e instrumentar la decisión de un conflicto colectivo, así se deduce del contenido de la Sección Tercera del mismo Capítulo III bajo referencia.

Sobra señalar que ni la LEY ORGÁNICA PROCESAL DEL TRABAJO, ni la LEY ORGÁNICA DEL TRABAJO constituyen instrumentos aptos para dotar de jurisdicción a los Tribunales del Trabajo en cuanto a la resolución de un conflicto como el planteado, un conflicto colectivo, en los términos definidos por el Estatuto Sustantivo del Trabajo, toda vez que este le concede el poder, la jurisdicción a las Inspectorías del Trabajo.(sic) 

En conformidad con lo anterior, resulta necesario concluir que un Tribunal de Primera Instancia del Trabajo no tiene el poder atribuido por ley para conocer, tramitar y decidir respecto un conflicto suscitado (aunque sea en materia del trabajo) entre un sindicato y un patrono, carece de jurisdicción. Consecuencialmente, el órgano dotado de jurisdicción para el caso planteado por SINTRA-FAMACONS, es un órgano del Poder Nacional, el Ministerio del Trabajo a través de la Inspectoría del Trabajo territorialmente competente en el Municipio Paz Castillo del Estado Miranda, lugar donde tiene la explotación ARENERA LA VIRGINIA, C.A. y donde, según las pretensiones de SINTRA-FAMACONS ella debería dar cumplimiento a las cláusulas invocadas”. 

 

Finalmente, el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo del Circuito Judicial de Los Valles del Tuy de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, mediante decisión dictada en la misma fecha, declaró la falta de jurisdicción del Poder Judicial para conocer del presente asunto, con base en las siguientes consideraciones:

“... Bien en el caso de autos, el conflicto es el siguiente: EL SINDICATO DE TRABAJADORES DE FABRICA DE MATERIALES DE CONSTRUCCIÓN Y SUS SIMILARES DEL DISTRITO CAPITAL Y ESTADO MIRANDA (SINTRA-FAMACONS), demanda a la empresa ARENERA LA VIRGINIA, por el supuesto incumplimiento de ciertas cláusulas de la convención colectiva de trabajo específicamente las cláusulas Nº 20, 24, 26, 43 y 44, referidas a contribuciones estipulados (sic) en dicha convención. Ahora bien el artículo 5 en su aparte único de la Ley Orgánica del Trabajo dispone: “Los conflictos colectivos sobre intereses y los que se planteen, para exigir el fiel cumplimiento de los compromisos contraídos, se tramitaran de acuerdo con lo pautado en el título VII de esta Ley”.

Por su parte la norma contenida en el artículo 469 ejusem (sic), establece que aquellos conflictos colectivos que surjan entre uno o más sindicatos de trabajadores y uno o más patronos para reclamar el cumplimiento de las convenciones colectivas, se tramitarán de acuerdo a lo dispuesto en el capítulo III del título VII de la Ley Orgánica del Trabajo.

Allí dispone la norma del artículo 473 ibidem (sic). Le corresponde al inspector del trabajo, en el conocimiento que tenga, conocimiento de (sic)  que se encuentra planteada una diferencia de naturaleza colectiva, procurar abrir una etapa de negociación entre el patrono y el Sindicato; que tales medios conocidos en vía administrativa regulados como conciliación y arbitraje y en vista de lo estipulado en el ordinal 1º de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, que establece: (...). Este Tribunal considera que el poder judicial no tiene Jurisdicción en el presente caso y así, lo ha expresado la Sala Político Administrativo (sic) en casos análogos el cual se transcribe parcialmente.

(omissis).

De tal manera estima este tribunal que con base a lo antes expuesto, así como lo transcrito en la decisión de la Sala Político Administrativo del Tribunal Supremo de Justicia, por ello quien hoy sentencia se encuentra en la obligación y el deber de interponer la consulta obligatoria a que se refiere los artículos 59 y 62 del Código de Procedimiento Civil, los cuales se aplican supletoriamente en virtud de lo establecido en la norma del artículo 11 de nuestra novísima Ley Orgánica Procesal del Trabajo, Y ASÍ SE DECIDE.” (sic).  

 

II

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR

 

Corresponde a esta Sala pronunciarse sobre la consulta sometida a su  conocimiento, y en tal sentido se observa que en el caso de autos el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo del Circuito Judicial de Los Valles del Tuy de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, indicó que el Poder Judicial no tiene jurisdicción para conocer del caso planteado, sino que, por el contrario, la competencia corresponde a la Inspectoría del Trabajo respectiva, razón por la cual ordenó remitir el expediente a esta Sala Político-Administrativa, de conformidad con lo establecido en los artículos 59 y 62 del Código de Procedimiento Civil.

Así las cosas, observa esta Sala que la norma prevista en el artículo 5 aparte único de la Ley Orgánica del Trabajo, dispone que: “Los conflictos colectivos sobre intereses y los que se planteen para exigir el fiel cumplimiento de los compromisos contraídos se tramitarán de acuerdo con lo pautado en el Título VII de esta Ley”.

Ahora bien, a los fines de determinar si el Poder Judicial tiene jurisdicción para conocer del presente asunto, corresponde determinar si la acción incoada es producto de un conflicto colectivo del trabajo, para lo cual debe atenderse a lo siguiente:

El Sindicato de Trabajadores de Fábricas de Materiales de Construcción y sus similares del Distrito Federal y Estado Miranda (SINTRA-FAMACONS), solicitó por medio de la demanda incoada, le sean cancelados los aportes correspondientes consagrados en las cláusulas vigésima, vigésima cuarta, vigésima sexta, cuadragésima tercera y cuadragésima cuarta, referidas a las contribuciones para la sede del sindicato, para las cuotas sindicales ordinarias y extraordinarias, para las actividades culturales, sociales y deportivas, para la federación y el sindicato contratante, así como para la contribución de fin de año; todo lo cual evidencia que el incumplimiento alegado no persigue beneficio alguno en favor de los trabajadores adscritos al sindicato accionante, pues dichas cláusulas disponen contribuciones directas a favor del mencionado sindicato, y no de los asociados que dice representar.       

En efecto, es menester precisar que la Ley Orgánica del Trabajo establece cuáles son los fines que debe cumplir todo sindicato; en tal sentido, el artículo 407 eiusdem reza:

“Artículo 407. Los sindicatos tendrán por objeto el estudio, defensa, desarrollo y protección de los intereses profesionales o generales de los trabajadores y de la producción, según se trate de sindicatos de trabajadores o de patronos, y el mejoramiento social, económico y moral y la defensa de los derechos individuales de sus asociados”. (Negrillas de la Sala).

 

De la norma transcrita y de los hechos señalados se observa que en el caso de autos no se pretende lograr la defensa, protección o mejoramiento de los derechos de los trabajadores adscritos al sindicato, sino que se evidencia la existencia de un interés particular y directo del sindicato accionante.

Así, dado que la acción incoada no versa sobre algún conflicto colectivo del trabajo surgido entre el sindicato accionante y la sociedad mercantil demandada con motivo del incumplimiento de la convención colectiva, en cuyo caso sí resultaría aplicable el procedimiento previsto en el Capítulo III del Título VII de la Ley Orgánica del Trabajo, corresponde efectivamente al Poder Judicial conocer de la demanda incoada, específicamente al Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo del Circuito Judicial de Los Valles del Tuy de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, ello conforme lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 29 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, que atribuye competencia a los tribunales del trabajo para conocer de “los asuntos contenciosos del trabajo, que no correspondan a la conciliación ni al arbitraje”. 

En consecuencia, dado que el Poder Judicial sí tiene jurisdicción para conocer de la acción incoada por el Sindicato el Sindicato de Trabajadores de Fábricas de Materiales de Construcción y sus Similares del Distrito Federal y Estado Miranda (Sintra-Famacons), referida al cumplimiento del Convenio Colectivo de Trabajo celebrado entre el mencionado sindicato, la Federación de Organizaciones Sindicales Independientes del Distrito Federal y Estado Miranda (F.O.S.I.), y las empresas Areneras, se revoca la decisión dictada por el Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo del Circuito Judicial de Los Valles del Tuy de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda en fecha 11 de febrero de 2004. Así se decide. 

 

III

DECISIÓN

En virtud de las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia en Sala Político-Administrativa, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara que  EL PODER JUDICIAL SÍ TIENE JURISDICCIÓN  para conocer de la demanda por cumplimiento de la convención colectiva, incoada por la abogada Yleny Durán Morillo, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 91.732, actuando en su carácter de apoderada judicial del SINDICATO DE TRABAJADORES DE FÁBRICAS DE MATERIALES DE CONSTRUCCIÓN Y SUS SIMILARES DEL DISTRITO CAPITAL Y ESTADO MIRANDA (SINTRA-FAMACONS), contra sociedad mercantil ARENERA LA VIRGINIA, C.A..

En consecuencia, se revoca la sentencia dictada por el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo del Circuito Judicial de Los Valles del Tuy de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, en fecha 11 de febrero de 2004, mediante la cual declaró la falta de jurisdicción del Poder Judicial frente a la Administración Pública.

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al tribunal de origen. Cúmplase lo ordenado. 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los veintisiete días del mes de mayo de  dos mil cuatro. (2004). Años: 194º de la Independencia y 145º de la Federación. 

El Presidente Ponente,

LEVIS IGNACIO ZERPA
         El Vicepresidente

       HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
La Magistrada,

YOLANDA JAIMES GUERRERO
La Secretaria,
ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
Exp. Nro. 2004-0131
En primero (01) de junio del año dos mil cuatro, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 00534.
   La Secretaria,

ANAIS MEJÍA CALZADILLA

 

